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Administrativo, Migratorio y del Transporte Anticorrupción y Cumplimiento Corporativo 
Sin Publicaciones Sin publicaciones 

 
Ambiental Comercio Exterior 

Sin Publicaciones Sin publicaciones 
 

Competencia Económica Energía 
Sin Publicaciones 1 Tesis Aislada 

 
Constitucional y Amparo Fiscal 

2 Jurisprudencia 
2 Tesis aisladas 

2 Jurisprudencia 
9 Tesis aisladas 

 
Laboral Medios Alternos de Solución de Controversias 

1 Jurisprudencia Sin Publicaciones 
 

Penal Derecho Privado de Empresa 
2 Jurisprudencia 
5 Tesis aisladas 

2 Tesis aisladas 

 
Propiedad Intelectual Seguridad Social 

1 Tesis aislada 1 Jurisprudencia 
3 tesis aisladas 
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Constitucional y Amparo 

 
JURISPRUDENCIA. PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. A LA SOLICITUD DE COPIAS O DOCUMENTOS 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO, LE SON APLICABLES LAS REGLAS DEL DIVERSO 119, 
TERCER Y CUARTO PÁRRAFOS, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, PARA SU OFRECIMIENTO.  
 
JURISPRUDENCIA. SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. LA EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA FIJADA COMO 
REQUISITO DE EFECTIVIDAD NO IMPLICA SU CONSENTIMIENTO, NI LA IMPOSIBILIDAD DE IMPUGNARLA.  
 
TESIS AISLADA. REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA APLICACIÓN DE UNA LEY PUEDE ANALIZARSE EN ESE 
RECURSO CUANDO EXISTAN ELEMENTOS PARA CONSIDERAR QUE LA INTERPRETACIÓN QUE LLEVÓ A 
AQUÉLLA ES INCONSTITUCIONAL.  
 
TESIS AISLADA. VISITA DOMICILIARIA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. LA IDENTIFICACIÓN DE QUIENES LA 
REALIZAN, DESPUÉS DE ENTREGAR LA ORDEN RELATIVA Y SUS ANEXOS AL CONTRIBUYENTE O A QUIEN LO 
REPRESENTE, TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO.  
 

 
Laboral 

 
JURISPRUDENCIA. INDEMNIZACIÓN GLOBAL PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 65, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL 
SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, Y 58, FRACCIÓN III, DE LA LEY EN VIGOR. CUANDO 
EL TRABAJADOR LA RECIBE Y CON POSTERIORIDAD SE INCREMENTA EL GRADO DE INCAPACIDAD, EN UN 
PORCENTAJE QUE LE PERMITE ALCANZAR EL BENEFICIO DE UNA PENSIÓN MENSUAL, ÉSTA DEBE ABARCAR LA 
SUMA TOTAL DE LA DISMINUCIÓN ORGÁNICO FUNCIONAL REEVALUADA.  
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Penal 

 
JURISPRUDENCIA. RETENCIÓN Y SUSTRACCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD O QUE NO TENGAN LA 
CAPACIDAD DE COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO. EL ARTÍCULO 171 BIS, PÁRRAFO PRIMERO, DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO QUE PREVÉ ESTE DELITO, AL DEJAR AL ARBITRIO DE LA 
AUTORIDAD JUDICIAL EL COMPLEMENTO DE SU CONFIGURACIÓN, CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL.  
 
JURISPRUDENCIA. REDUCCIÓN DE LA PENA PARA DAR POR TERMINADO ANTICIPADAMENTE EL PROCESO 
PENAL, A TRAVÉS DE UN PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CUANDO SE IMPUGNA A TRAVÉS DEL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO LA RESOLUCIÓN MINISTERIAL QUE LA NIEGA, SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA E 
INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.  
 
TESIS AISLADA. ROBO CONTRA TRANSEÚNTE. LA AGRAVANTE PREVISTA EN LA FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 
224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, SE ACTUALIZA 
CUANDO LA VÍCTIMA SE ENCUENTRA EN EL ÁREA DE ANDENES DE UNA DE LAS ESTACIONES DEL SISTEMA DE 
TRANSPORTE COLECTIVO METRO.  
 
TESIS AISLADA. MINISTERIO PÚBLICO. CONTRA LOS ACTOS QUE EMITA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN 
INICIAL DEL PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ADVERSARIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, SALVO QUE VIOLEN DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS GOBERNADOS.  
 
TESIS AISLADA. LEY GENERAL PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR LA TORTURA Y OTROS TRATOS O 
PENAS CRUELES, INHUMANOS O DEGRADANTES. LA APLICACIÓN ULTRACTIVA DEL TIPO PENAL PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 215, PÁRRAFO PRIMERO, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A LOS PROCEDIMIENTOS 
INICIADOS CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE AQUÉLLA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFICIO DEL SENTENCIADO.  
 
TESIS AISLADA. INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. CONTRA LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO PARA 
QUE EL IMPUTADO O SU DEFENSOR COMPAREZCA A TODAS LAS DILIGENCIAS A CELEBRARSE DENTRO DE ESTA 
ETAPA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO 
AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO O, EN SU CASO, LEGÍTIMO DEL QUEJOSO.  
 
TESIS AISLADA. AUDIENCIAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL JUZGADOR NO ESTÁ 
IMPEDIDO PARA DESARROLLAR UNA TÉCNICA DE DIRECCIÓN DE AQUÉLLAS, SIEMPRE QUE EXISTA RESPETO 
AL EQUILIBRIO PROCESAL Y SE GARANTICE A LAS PARTES SU DERECHO A MANIFESTAR LIBREMENTE SUS 
PROPIAS ALEGACIONES O LAS DE LA CONTRARIA.  
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Propiedad Intelectual 
 
TESIS AISLADA. MARCAS. LA EXCEPCIÓN A LA PROHIBICIÓN DE REGISTRO DE LAS QUE SEAN IDÉNTICAS O 
SEMEJANTES EN GRADO DE CONFUSIÓN A OTRA PREVIAMENTE REGISTRADA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 90, 
FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL –EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE MAYO DE 2018–, NO EXENTA DE CUMPLIR CON EL 
REQUISITO RELATIVO A QUE EL SIGNO PROPUESTO A INSCRIPCIÓN NO AFECTE DERECHOS PREVIOS DE 
TERCEROS.  
 

 
Energía 

 
TESIS AISLADA. UBICACIÓN Y OPERACIÓN DE LAS ESTACIONES DE SERVICIO PARA EL MUNICIPIO DE CIUDAD 
JUÁREZ. LOS ARTÍCULOS 38 Y 39 DEL REGLAMENTO RELATIVO, VIOLAN EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL, CONTENIDO EN EL PRECEPTO 133 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.  
 

 
Fiscal 

 
JURISPRUDENCIA. ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE GABINETE. LA DELIMITACIÓN DE SU 
OBJETO TRATÁNDOSE DE LA COMPROBACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES QUE DERIVAN DEL 
IMPUESTO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS NO RESPONDE A FÓRMULAS RÍGIDAS E INMUTABLES.  
 
JURISPRUDENCIA. PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. A LA SOLICITUD DE COPIAS O DOCUMENTOS 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO, LE SON APLICABLES LAS REGLAS DEL DIVERSO 119, 
TERCER Y CUARTO PÁRRAFOS, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, PARA SU OFRECIMIENTO.  
 
TESIS AISLADA. IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SÓLO CUANDO LOS FIDEICOMISARIOS EJERCEN LA OPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 74 DEL REGLAMENTO DE LA LEY RELATIVA, LA INSTITUCIÓN FIDUCIARIA SERÁ LA 
ENCARGADA DE EXPEDIR LOS COMPROBANTES FISCALES Y TRASLADAR DICHA CONTRIBUCIÓN.  
 
TESIS AISLADA. IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL FIDEICOMITENTE Y EL FIDEICOMISARIO BENEFICIADO 
CON EL DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DERIVADAS DEL OBJETO DE UN CONTRATO DE UN FIDEICOMISO, 
SON SUJETOS DE LA CONTRIBUCIÓN.  
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TESIS AISLADA. EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. AL ESTABLECER EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO ABROGADA QUE EL CONTRIBUYENTE PUEDE DECIDIR CUÁL DE LOS DOS SUPUESTOS DE 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS CONVIENE A SUS INTERESES PARA EL CÁLCULO DE DICHA 
CONTRIBUCIÓN, EL JUZGADOR NO PUEDE RESTRINGIR ESA POTESTAD.  
 
TESIS AISLADA. CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. SI LOS SUPUESTOS DE LA NORMA QUE PREVÉ SU 
ACTUALIZACIÓN EN EL PLAZO DE CINCO AÑOS SE VERIFICAN DURANTE SU VIGENCIA, UNA DISPOSICIÓN 
POSTERIOR NO PODRÁ MODIFICARLOS SIN VIOLAR EL DERECHO FUNDAMENTAL DE IRRETROACTIVIDAD DE 
LA LEY, AL TRATARSE DE UN DERECHO ADQUIRIDO (LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO).  
 
TESIS AISLADA. REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA APLICACIÓN DE UNA LEY PUEDE ANALIZARSE EN ESE 
RECURSO CUANDO EXISTAN ELEMENTOS PARA CONSIDERAR QUE LA INTERPRETACIÓN QUE LLEVÓ A 
AQUÉLLA ES INCONSTITUCIONAL.  
 
TESIS AISLADA. VISITA DOMICILIARIA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. LA IDENTIFICACIÓN DE QUIENES LA 
REALIZAN, DESPUÉS DE ENTREGAR LA ORDEN RELATIVA Y SUS ANEXOS AL CONTRIBUYENTE O A QUIEN LO 
REPRESENTE, TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO.  
 
TESIS AISLADA. REVISIÓN FISCAL. SI EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOCE DE ESE RECURSO 
RESOLVIÓ ÍNTEGRAMENTE LA LITIS Y RECONOCIÓ LA VALIDEZ DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE 
NULIDAD, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA NO DEBE EMITIR UNA NUEVA SENTENCIA EN 
UN PRETENDIDO CUMPLIMIENTO.  
 
TESIS AISLADA. PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. NO PROCEDE SU ESTUDIO OFICIOSO POR EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.  
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Derecho Privado de Empresa 
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TESIS AISLADA. USURA. LA CLÁUSULA SOBRE CAPITALIZACIÓN DE INTERESES, EN SÍ MISMA ES USURARIA 
[APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 46/2014 (10a.)]. 
 
TESIS AISLADA. TÍTULO DE CRÉDITO. SI EN ÉSTE APARECE LA DENOMINACIÓN DE LA MORAL BENEFICIARIA, 
SEGUIDA DE LAS SIGLAS O LEYENDA RESPECTO AL RÉGIMEN LEGAL DE LA SOCIEDAD Y EN EL ENDOSO EN 
PROPIEDAD DE AQUÉL SE EMPLEAN EN SU DENOMINACIÓN SIGLAS, DENOTA QUE SE TRATA DE UNA 
SOCIEDAD MERCANTIL DIFERENTE A LA QUE CONFIRIÓ EL ENDOSO EN PROPIEDAD, ATENTO AL PRINCIPIO DE 
LITERALIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY GENERAL RELATIVA 
 

 
Seguridad Social 

 
JURISPRUDENCIA. SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABORAL. ES INAPLICABLE EN FAVOR 
DEL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES (INFONAVIT), AUN CUANDO 
ACTÚE COMO ÓRGANO ASEGURADOR.  
 
TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS 
RESTITUTORIOS CONTRA LA ORDEN DE EMBARGO DE UNA PENSIÓN JUBILATORIA A UN ADULTO MAYOR EN 
CONDICIONES DE VULNERABILIDAD, CON BASE EN LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL PELIGRO EN LA 
DEMORA.  
 
TESIS AISLADA. SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 
1997, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO.  
 
TESIS AISLADA. SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 
1997, VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL, EN ESPECÍFICO EN RELACIÓN CON EL RAMO DEL SEGURO 
DE VIDA.  

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Constitucional y Amparo 
 
Época: Décima Época  
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Registro: 2017572  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de agosto de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a./J. 79/2018 (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. A LA SOLICITUD DE COPIAS O DOCUMENTOS PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO, LE SON APLICABLES LAS REGLAS DEL DIVERSO 119, TERCER Y CUARTO 
PÁRRAFOS, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, PARA SU OFRECIMIENTO. De la interpretación de los artículos 119 
y 121 de la Ley de Amparo, se advierten las reglas de los párrafos tercero y cuarto del numeral citado en 
primer término, que indican que las pruebas que ameritan un desahogo posterior, deberán ofrecerse a más 
tardar 5 días hábiles antes de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la 
propia audiencia, y que este plazo no podrá ampliarse con motivo de su diferimiento, salvo que se trate de 
probar o desvirtuar hechos novedosos; de ahí que, son aplicables a la petición formulada a la autoridad 
jurisdiccional de requerir la expedición de copias o documentos que obren en poder de un servidor público al 
que se hubieren solicitado previamente, contenida en el numeral 121 aludido, pues en este caso, el desahogo 
de la prueba documental requiere preparación, ya que el juzgador deberá emplear los medios que tenga a su 
alcance para que se exhiban tales probanzas y se incorporen materialmente al juicio de amparo. Ello, porque 
considerar que cuando la audiencia no tiene lugar en la fecha inicialmente fijada, las partes cuentan con una 
nueva oportunidad para ofrecer documentales que no tienen a su disposición, contravendría los principios de 
economía procesal, concentración y expeditez del procedimiento, que delinean el carácter sumario del juicio 
de amparo indirecto. Por tanto, la solicitud de las partes al Juez de Distrito en términos del artículo 121 
mencionado, para que requiera a algún servidor público una prueba documental que, pese a haberla solicitado 
no han obtenido, debe realizarse a más tardar 5 días hábiles antes de la audiencia constitucional primigenia, 
sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la audiencia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 219/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto y Séptimo, ambos 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia 
en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017592  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de agosto de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 31/2018 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. LA EXHIBICIÓN DE LA GARANTÍA FIJADA COMO REQUISITO DE 
EFECTIVIDAD NO IMPLICA SU CONSENTIMIENTO, NI LA IMPOSIBILIDAD DE IMPUGNARLA. El derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva previsto en los artículos 17 constitucional, 8 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, demanda la existencia de una garantía eficaz de los derechos humanos. En nuestro 
sistema, el juicio de amparo es una de esas garantías. Por su parte, la suspensión del acto reclamado, como 
medida cautelar, es un instrumento para garantizar la eficacia del juicio de amparo, porque conserva su 
materia y evita daños irreparables o difícilmente reparables a los derechos del quejoso. Ahora bien, los 
artículos 132 y 136 de la Ley de Amparo establecen que cuando la suspensión pueda ocasionar daños y 
perjuicios a terceras personas, el quejoso deberá otorgar garantía bastante para cubrirlos en caso de no 
obtener resolución favorable. En ese sentido, a juicio de esta Primera Sala, la exhibición de la garantía no 
implica el consentimiento de ésta ni la imposibilidad de impugnarla, pues asumir esa postura sería tanto como 
someter al solicitante de la medida cautelar a un dilema cuyas alternativas, ambas, implican la frustración de 
aspectos centrales del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva, ya que en un caso debe renunciar a la 
posibilidad de impugnar la garantía, y en el otro, a la de gozar de los efectos de la suspensión, para evitar 
daños irreparables o difícilmente reparables y preservar la materia del juicio. De ahí que sólo debe 
considerarse consentida la caución si no se controvierte oportunamente, con independencia de que se haya 
o no exhibido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 299/2017. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito. 25 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017584  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. LXIX/2018 (10a.)  
 
REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA APLICACIÓN DE UNA LEY PUEDE ANALIZARSE EN ESE RECURSO CUANDO 
EXISTAN ELEMENTOS PARA CONSIDERAR QUE LA INTERPRETACIÓN QUE LLEVÓ A AQUÉLLA ES 
INCONSTITUCIONAL. Si bien la aplicación de la ley a un caso concreto constituye un aspecto de legalidad, lo 
cierto es que cuando se alega que una norma no se apega al marco de regularidad constitucional, y ante la 
sospecha sobre su inaplicabilidad al caso específico, el tribunal de control constitucional puede, en primer 
orden, verificar que sea correcta la interpretación que dio lugar a su aplicación al caso concreto, pues de ello 
depende que realice o no el examen sobre su inconstitucionalidad. Considerar lo contrario, es decir, entender 
que el tribunal de control constitucional no debe cuestionar lo que llevó a aplicar la norma al caso específico, 
limitaría sus atribuciones obstaculizando su labor de control constitucional so pretexto de no estar facultado 
para resolver cuestiones de legalidad, cuando éstas son condición para el ejercicio de protección de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7012/2016. Patricia Chilpa Colín. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana 
Cristina Rangel León. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017599  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 10 de agosto de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXIII.4 A (10a.)  
 
VISITA DOMICILIARIA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. LA IDENTIFICACIÓN DE QUIENES LA REALIZAN, 
DESPUÉS DE ENTREGAR LA ORDEN RELATIVA Y SUS ANEXOS AL CONTRIBUYENTE O A QUIEN LO 
REPRESENTE, TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. El artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece reglas para la protección del domicilio de 
las personas, conforme a las cuales, en armonía con la fracción III del artículo 44 del Código Fiscal de la 
Federación, quienes acuden a realizar una visita domiciliaria están obligados, una vez ubicada la persona con 
la que entenderán la diligencia, a identificarse, lo cual deberá acontecer previo a efectuar el acto de molestia, 
esto es, antes de solicitar que el contribuyente o quien lo represente se acredite y se le entreguen la orden 
relativa y sus anexos; de lo contrario, se estará en presencia de una actuación viciada que transgrede el 
derecho humano a la inviolabilidad del domicilio. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO 
 
Amparo directo 1019/2016. Técnicas Operacionales Cabcorp, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Manuel Cano Maynez. Secretaria: María de San Juan Villalobos de Alba. 
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INDEMNIZACIÓN GLOBAL PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 65, FRACCIÓN III, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL 
VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, Y 58, FRACCIÓN III, DE LA LEY EN VIGOR. CUANDO EL TRABAJADOR 
LA RECIBE Y CON POSTERIORIDAD SE INCREMENTA EL GRADO DE INCAPACIDAD, EN UN PORCENTAJE QUE 
LE PERMITE ALCANZAR EL BENEFICIO DE UNA PENSIÓN MENSUAL, ÉSTA DEBE ABARCAR LA SUMA TOTAL 
DE LA DISMINUCIÓN ORGÁNICO FUNCIONAL REEVALUADA. Conforme a los preceptos citados, cuando el 
trabajador asegurado presenta patologías que le ocasionan hasta un 25% de disminución orgánico funcional, 
tiene derecho a una indemnización global; sin embargo, ante la circunstancia de que la incapacidad referida 
se incremente con el transcurso del tiempo a un 26% o más, obtendrá el beneficio de la pensión mensual por 
el porcentaje total de disminución orgánico funcional reevaluada; lo anterior es así, porque dicho total revela 
el verdadero agravamiento y deterioro de su salud, así como su menor posibilidad de mantenerse en su 
ocupación laboral o de encontrar un nuevo trabajo, ya que la distinción entre recibir una indemnización global 
o una pensión, corresponde a su menor o mayor deterioro, menoscabo o pérdida de capacidades. 
 
PLENO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 1/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sexto, Séptimo, Noveno, 
Décimo Tercero, Décimo Cuarto y Décimo Sexto, todos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 4 de junio 
de 2018. Mayoría de catorce votos de los Magistrados María del Rosario Mota Cienfuegos, Elisa Jiménez 
Aguilar, Osiris Ramón Cedeño Muñoz, Julia Ramírez Alvarado, Herlinda Flores Irene, Jorge Villalpando Bravo, 
Ricardo Rivas Pérez, Noé Herrera Perea, Ángel Ponce Peña, Francisco Javier Patiño Pérez, José Antonio Abel 
Aguilar Sánchez, Juan Alfonso Patiño Chávez, Héctor Pérez Pérez y Andrés Sánchez Bernal. Ausentes: Jorge 
Rafael Olivera Toro y Alonso, y Edna Lorena Hernández Granados. Disidente: Víctor Ernesto Maldonado Lara. 
Ponente: Ángel Ponce Peña. Secretaria: Alma Nashiely Castro Cruz. 
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RETENCIÓN Y SUSTRACCIÓN DE PERSONAS MENORES DE EDAD O QUE NO TENGAN LA CAPACIDAD DE 
COMPRENDER EL SIGNIFICADO DEL HECHO. EL ARTÍCULO 171 BIS, PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO PENAL 
PARA EL ESTADO DE QUINTANA ROO QUE PREVÉ ESTE DELITO, AL DEJAR AL ARBITRIO DE LA AUTORIDAD 
JUDICIAL EL COMPLEMENTO DE SU CONFIGURACIÓN, CONTRAVIENE EL PRINCIPIO DE EXACTA APLICACIÓN 
DE LA LEY EN MATERIA PENAL. El precepto mencionado establece que se impondrá pena privativa de libertad 
de dos a seis años al padre o la madre que no dé aviso, por los medios legales a que haya lugar, o que sin el 
consentimiento o autorización del otro progenitor, retuviere o trasladare a su hijo o hijos menores de 
dieciocho años, fuera o dentro del país, con la finalidad de cambiar su residencia habitual, o impida de algún 
modo la convivencia del niño, niña o adolescente con su otro progenitor, de acuerdo con la ley de la materia 
en el Estado. Esa redacción genera problemas de interpretación lingüística, por la vaguedad del significado 
que el juzgador puede asignar a la expresión "de acuerdo con la ley de la materia en el Estado", por la 
indeterminación de la ley de la materia a que se refiere. En este sentido, dicha circunstancia genera un vacío 
sobre el supuesto que colma la descripción típica y transfiere al juzgador la elección de su actualización, quien 
puede decidir, a partir de apreciaciones subjetivas o interpretaciones abiertas y generales, qué legislación del 
Estado será válida para colmar el supuesto hipotético descrito en la norma penal. Por tanto, se concluye que 
ese artículo que contiene la descripción típica del delito de sustracción o retención de menores o que no 
tengan la capacidad de comprender el significado del hecho, contraviene el principio de exacta aplicación de 
la ley en materia penal, concretamente en cuanto a la tipicidad, al dejar al arbitrio de la autoridad judicial el 
complemento de su configuración. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 369/2012. 6 de septiembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín 
Ocampo Pizano. Secretario: Ricardo Ruiz del Hoyo Chávez. 
 
Amparo en revisión 161/2014. 4 de septiembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gonzalo Eolo Durán 
Molina. Secretaria: María del Pilar Diez Hidalgo Casanovas. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Amparo en revisión 8/2015. 21 de mayo de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Rafael Martín Ocampo 
Pizano. Secretaria: Angélica del Carmen Ortuño Suárez. 
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Amparo en revisión 104/2015. 28 de agosto de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: José Manuel Novelo 
López, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el artículo 42, fracción V, del Acuerdo General 
del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide el similar que reglamenta la organización 
y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos generales. 
Secretario: Juan Óscar Ramírez Rodríguez. 
 
Amparo en revisión 139/2017. 31 de octubre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Rodríguez 
Álvarez. Secretario: Juan Óscar Ramírez Rodríguez. 
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REDUCCIÓN DE LA PENA PARA DAR POR TERMINADO ANTICIPADAMENTE EL PROCESO PENAL, A TRAVÉS 
DE UN PROCEDIMIENTO ABREVIADO. CUANDO SE IMPUGNA A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
LA RESOLUCIÓN MINISTERIAL QUE LA NIEGA, SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA. La resolución ministerial citada no es un acto de autoridad para efectos del juicio de 
amparo, lo que actualiza, de manera manifiesta e indudable, la causa de improcedencia prevista en el artículo 
61, fracción XXIII, en relación con el diverso 5o., fracción II, ambos de la Ley de Amparo, por lo cual, procede 
desechar la demanda de amparo, en atención a que el solo análisis de la naturaleza del acto y de la autoridad 
permite arribar a esa conclusión, lo cual no variaría si se tramitara el juicio constitucional. Lo anterior es así, 
por tres razones: a) es un acto de disposición de la acción penal por parte de su titular, el Ministerio Público, 
conforme a los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 127, 131, fracción 
XVI, y demás relativos y aplicables del Código Nacional de Procedimientos Penales, esto es, el titular de la 
acción tiene la facultad de decidir en qué proporción ejercerla dentro de los límites legales; b) se trata también 
de un acto entre partes, al emitirse en una etapa judicializada del procedimiento penal; y c) no es un acto 
unilateral ni obligatorio, pues deriva de un acuerdo previo entre las partes, toda vez que, el imputado tiene la 
facultad de aceptar o rechazar la aplicación del procedimiento abreviado, acorde con el artículo 201, fracción 
III, inciso c), del código referido. 
 
PLENO EN MATERIA PENAL DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 4/2018. Entre las sustentadas por el Primer y el Tercer Tribunales Colegiados, ambos 
en Materia Penal del Tercer Circuito. 4 de junio de 2018. Mayoría de dos votos de los Magistrados Adalberto 
Maldonado Trenado y José Luis González. Disidente: José Félix Dávalos Dávalos. Ponente: Adalberto 
Maldonado Trenado. Secretario: Francisco René Ramírez Marcial. 
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ROBO CONTRA TRANSEÚNTE. LA AGRAVANTE PREVISTA EN LA FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO 
PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, SE ACTUALIZA CUANDO LA 
VÍCTIMA SE ENCUENTRA EN EL ÁREA DE ANDENES DE UNA DE LAS ESTACIONES DEL SISTEMA DE 
TRANSPORTE COLECTIVO METRO. La agravante de transeúnte en el delito de robo, prevista en el precepto 
mencionado, se actualiza cuando el desapoderamiento de algún bien mueble, ocurre en el área de andenes 
de alguna de las estaciones del Sistema de Transporte Colectivo Metro, al ser un espacio abierto que permite 
el acceso público, lo cual encuentra apoyo en la jurisprudencia 1a./J. 19/2012 (10a.), de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "ROBO CONTRA TRANSEÚNTE. LA AGRAVANTE PREVISTA 
EN LA FRACCIÓN IX DEL ARTÍCULO 224 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, SE ACTUALIZA 
CUANDO LA VÍCTIMA SE ENCUENTRA EN UN LUGAR TRANSITORIAMENTE O PASA POR ÉL, Y NO CUANDO ESTÁ 
DONDE DESARROLLA SU JORNADA LABORAL, AUNQUE SE TRATE DE UN ESPACIO ABIERTO QUE PERMITA EL 
ACCESO AL PÚBLICO.". Ello es así, ya que si bien es cierto que para ingresar al área de andenes de cada una 
de la estaciones del Sistema de Trasporte Colectivo Metro de la Ciudad de México, es necesario que los 
usuarios adquieran un boleto y que lo depositen en los torniquetes que se encuentran en cada estación, y 
para salir, será menester que cada persona pase por aparatos similares, también lo es que ese obstáculo no 
es "genuino" –como lo califica la Primera Sala en dicha jurisprudencia–, sino que constituye simplemente un 
mecanismo de control para el ingreso y salida de las personas que hacen uso del servicio. Cierto, al añadirse 
el adjetivo "genuino" a la palabra obstáculo, lo que se busca es que no cualquier traba, estorbo o limitación –
que complique el acceso a un lugar– pueda considerarse un obstáculo, en virtud de que esa interpretación va 
contra la racionalidad de la norma, es decir, la fracción IX del artículo 224 referido, que busca desincentivar la 
realización de conductas en donde se aprovechan esas circunstancias, como lo son las instalaciones del 
sistema de transporte aludido, que se caracterizan por la aglomeración de gente y que ello es aprovechado 
por algunas personas para perpetrar conductas delictivas de robo; máxime que la presencia de elementos de 
seguridad en el área de torniquetes, no obedece a un control sobre el pago o no del servicio de transporte, 
sino para cumplir con otro tipo de funciones vinculadas con la seguridad pública, por lo que tampoco se 
consideran como obstáculos genuinos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 61/2018. 26 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Armando Hernández 
Orozco. Secretario: Bryan Hernández González. 
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MINISTERIO PÚBLICO. CONTRA LOS ACTOS QUE EMITA EN LA ETAPA DE INVESTIGACIÓN INICIAL DEL 
PROCEDIMIENTO PENAL ACUSATORIO ADVERSARIAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO, SALVO QUE VIOLEN DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS GOBERNADOS. Conforme a los 
artículos 21, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 211, fracción I, inciso 
a), 212, 213, 214, 216, 217, 218 y 251 del Código Nacional de Procedimientos Penales, la etapa de investigación 
inicial en el procedimiento penal acusatorio adversarial, tiene por objeto que el Ministerio Público reúna los 
datos de prueba necesarios para el ejercicio de la acción penal; por lo que, dada su naturaleza jurídica, no 
puede suspenderse, interrumpirse o cesar en su curso, incluso, mediante la promoción del juicio de amparo 
indirecto, ya que los actos verificados durante esta etapa, por ejemplo, la integración de la carpeta respectiva, 
el acuerdo de acumulación de diversas carpetas o el señalamiento de quién tiene el carácter de indiciado, no 
irrogan perjuicio al gobernado, al no trascender irreparablemente en su esfera jurídica, debido a que son 
susceptibles de anularse o contrarrestarse cuando la representación social formule la imputación ante el Juez 
de control, y se inicie la etapa de investigación complementaria, o bien, en caso de que se determine el no 
ejercicio de la acción penal. Por esta razón, contra los actos del Ministerio Público emitidos en dicha etapa, es 
improcedente el juicio de amparo indirecto, de conformidad con el artículo 61, fracción XII, en relación con el 
diverso 5o., fracción I, ambos de la Ley de Amparo, salvo que violen derechos fundamentales de los 
gobernados, supuestos que deben examinarse en lo particular. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Queja 313/2017. 26 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León Hernández. 
Secretaria: Reyna Oliva Fuentes López. 
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LEY GENERAL PARA PREVENIR, INVESTIGAR Y SANCIONAR LA TORTURA Y OTROS TRATOS O PENAS CRUELES, 
INHUMANOS O DEGRADANTES. LA APLICACIÓN ULTRACTIVA DEL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
215, PÁRRAFO PRIMERO, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS 
CON ANTERIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE AQUÉLLA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE APLICACIÓN 
RETROACTIVA DE LA LEY EN BENEFICIO DEL SENTENCIADO. El decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 26 de junio de 2017, por el cual se expidió la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes establece en su artículo segundo 
transitorio, párrafo tercero, la aplicación ultractiva de las leyes que se derogan, únicamente para los 
procedimientos iniciados antes de la vigencia de aquélla, por lo que no es legal ni constitucionalmente válido 
aplicar la ley general a los procedimientos iniciados antes de su vigencia, pues éstos tendrían que continuar 
su sustanciación de conformidad con el precepto aplicable en el momento de inicio de aquéllos, como podría 
ser el tipo penal de abuso de autoridad (hipótesis de cuando ejerciendo sus funciones insulte a una persona 
sin causa legítima), previsto en el artículo 215, párrafo primero, fracción II, del Código Penal Federal. 
Razonamiento que no transgrede el principio de aplicación retroactiva de la ley en beneficio del sentenciado 
establecido en el artículo 56 del propio código, ya que el hecho de aplicar ultractivamente el tipo penal 
previsto en el artículo derogado, no es impedimento para que, en su caso, puedan aplicarse las penas de la 
ley general al sentenciado, si son consideradas más benéficas por el juzgador. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 10/2018. 26 de abril de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
Ponente: Horacio Armando Hernández Orozco. Secretario: Bryan Hernández González. 
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INVESTIGACIÓN COMPLEMENTARIA. CONTRA LA NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLICO PARA QUE EL 
IMPUTADO O SU DEFENSOR COMPAREZCA A TODAS LAS DILIGENCIAS A CELEBRARSE DENTRO DE ESTA 
ETAPA DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL NO 
AFECTAR EL INTERÉS JURÍDICO O, EN SU CASO, LEGÍTIMO DEL QUEJOSO. El plazo de investigación 
complementaria es común a las partes y surte efectos para ambas, es decir, para la defensa y el Ministerio 
Público, lo que implica que cada una puede realizar su propia investigación, acorde con su teoría del caso y 
plasmarla en registros idóneos, pues de otro modo, las cargas y reglas procesales establecidas para la etapa 
intermedia, tanto para el órgano de acusación como para la defensa, en el supuesto de que el proceso siga su 
curso ordinario y no concluya por alguna solución alterna o anticipada no tendrían razón de ser. De ahí que la 
negativa del Ministerio Público para que el imputado o su defensor comparezca a todas las diligencias a 
celebrarse dentro de la investigación complementaria del sistema penal acusatorio, no afecta los intereses 
jurídicos o, en su caso, legítimos de los imputados (quejosos), en términos de la fracción I del artículo 5o. de 
la Ley de Amparo, porque no existe obligación legal de comparecer al desahogo de esos actos de investigación, 
al desconocerse si el Ministerio Público concluirá la etapa intermedia con la formulación de la acusación, y si 
en este caso los utilizará como fundamento de ésta, y los imputados tienen acceso oportuno a dichos registros 
en cualquier momento que lo soliciten o en la etapa intermedia y pueden realizar su propia investigación 
conforme a su teoría del caso, actualizándose con ello, la causal de improcedencia a que se refiere el artículo 
61, fracción XII, de la Ley de Amparo. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Queja 68/2018. 7 de junio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Irma Rivero Ortiz de Alcántara. Secretaria: 
Angélica Rodríguez Gómez. 
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AUDIENCIAS EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. EL JUZGADOR NO ESTÁ IMPEDIDO 
PARA DESARROLLAR UNA TÉCNICA DE DIRECCIÓN DE AQUÉLLAS, SIEMPRE QUE EXISTA RESPETO AL 
EQUILIBRIO PROCESAL Y SE GARANTICE A LAS PARTES SU DERECHO A MANIFESTAR LIBREMENTE SUS 
PROPIAS ALEGACIONES O LAS DE LA CONTRARIA. El sistema procesal penal acusatorio y oral se rige por los 
principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación, y se basa en una 
metodología de audiencias, cuyos ejes rectores se establecen en el artículo 20 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, entre otros, que las audiencias se desarrollarán en presencia del Juez, sin que 
pueda delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de los aspectos que en ella deban hacerse. De 
esta manera, el Juez, con base en el principio de contradicción indicado, si bien es cierto que sólo puede 
decidir sobre lo que aduzcan los asistentes, respetando el equilibrio procesal entre las partes, esto es, 
únicamente está facultado para pronunciarse respecto de los argumentos jurídicos expuestos por éstas; 
también lo es que dicha limitación dispositiva no le impide destacar o señalar, en un primer orden, al inicio de 
la diligencia, la naturaleza de ésta, su esencia, objeto o litis, cuya dirección le atañe (ordenar el debate) y, en 
su caso, cuestionar a los intervinientes con preguntas aclaratorias neutras, sobre contenidos o datos 
necesarios para pronunciarse e, incluso, hacer notar deficiencias o incongruencias que advierta (administrar 
el debate), pero siempre respetando el equilibrio procesal y garantizando el derecho de las partes a manifestar 
libremente sus propias alegaciones o las de la contraria (racionabilidad argumentativa). Lo anterior tiene su 
justificación, si se estima que los operadores jurídicos a nivel nacional, transitan en un periodo de adaptación 
a un nuevo sistema procesal, lo que implica concebir que el Juez debe guiar o dirigir (no sustituir) el debido 
ejercicio de las partes, pero sin rayar en protagonismos que se traduzcan en obstáculo para que éstas, bajo el 
pretexto de simples formulismos, puedan ejercer su libertad de argumentación y correspondiente prueba; de 
ahí que la consabida dirección finalmente debe tender a la obtención, captura y procesamiento de la 
información necesaria y suficiente para resolver lo conducente en cada diligencia judicial. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 188/2017. 8 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Silvia Carrasco Corona. 
Secretario: Víctor Manuel Ramírez Díaz. 
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Publicación: viernes 10 de agosto de 2018 10:18 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.204 A (10a.)  
 
TESIS AISLADA. MARCAS. LA EXCEPCIÓN A LA PROHIBICIÓN DE REGISTRO DE LAS QUE SEAN IDÉNTICAS O 
SEMEJANTES EN GRADO DE CONFUSIÓN A OTRA PREVIAMENTE REGISTRADA, PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
90, FRACCIÓN XVI, DE LA LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL –EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA 
PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE MAYO DE 2018–, NO EXENTA DE CUMPLIR 
CON EL REQUISITO RELATIVO A QUE EL SIGNO PROPUESTO A INSCRIPCIÓN NO AFECTE DERECHOS PREVIOS 
DE TERCEROS. La función principal de una marca comercial es servir como medio de identificación para el 
público respecto del bien o servicio de su preferencia frente al resto de los que, de su misma clase, se ponen 
a disposición en el mercado por otros agentes económicos; de ahí que el requisito más importante que deba 
satisfacer un signo para su inscripción ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial es que sea 
distintivo. Ahora bien, entre las causas por las que puede negarse el registro de una marca se encuentra la 
establecida en el artículo 90, fracción XVI, de la Ley de la Propiedad Industrial –en su texto anterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de mayo de 2018–, consistente en que el signo cuya 
inscripción se pretenda obtener sea idéntico o semejante en grado de confusión a otro previamente registrado 
o solicitado para amparar productos o servicios iguales o similares, ya que sólo de ese modo el Estado podrá 
evitar que en el mercado coexistan dos marcas que pudieran inducir a error al consumidor, previéndose como 
única excepción a dicho impedimento cuando la solicitud de registro relativa sea formulada por el propio 
titular del registro previo para proteger bienes o servicios similares. En este orden de ideas, si se toma en 
cuenta que conforme a la normativa marcaria nacional, no es posible ampliar los productos o servicios que 
ampara un registro marcario ya otorgado por el organismo descentralizado mencionado y, por tanto, que las 
empresas se encuentran obligadas a tramitar y obtener una nueva inscripción respecto de un mismo signo 
distintivo, a fin de extender el espectro de protección del derecho a su uso exclusivo con relación a los nuevos 
productos o servicios a los que lo aplica en razón de su crecimiento comercial, así como que todos esos 
registros se consideran ligados para efectos de su transmisión, de acuerdo con los artículos 145 y 147 del 
ordenamiento indicado, en razón de que su concesión sólo se explica y justifica en la medida en que su 
propietario es la misma persona, se colige que la excepción prevista en el artículo 90, fracción XVI, de la Ley 
de la Propiedad Industrial, esto es, que sí procede el registro de una marca idéntica o semejante en grado de 
confusión a otra previamente inscrita, cuando la solicitud sea formulada por el mismo titular para proteger 
productos, bienes o servicios similares, solamente implica que las inscripciones previamente obtenidas por 
una empresa determinada con relación a un signo distintivo, no pueden constituir impedimento para obtener 
otro respecto de éste, a fin de amparar otros bienes o servicios 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
similares, como consecuencia de que no está en aptitud de ampliar los productos o servicios que protege la 
primera inscripción obtenida, mas no puede entenderse en el sentido de que esta clase de solicitudes estén 
exentas de cumplir con el requisito relativo a que el signo propuesto a inscripción no afecte derechos previos 
de terceros, so pretexto de contar ya con un antecedente registral. Razonar en sentido diverso, implicaría 
avalar una forma de inobservar uno de los principios fundamentales que rige el derecho registral marcario 
(distintividad), materializado y reconocido en diversas disposiciones de la Ley de la Propiedad Industrial y, por 
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ende, legitimar en forma desacertada una vía para constituir signos susceptibles de generar riesgo de 
confusión y, por tanto, competencia desleal, derivado de mal entender el alcance del ejercicio de la 
prerrogativa establecida en la propia legislación para ampliar los bienes y/o servicios por los que inicialmente 
un agente económico en particular obtuvo un primer registro marcario. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 749/2017. Sephora, S.A. 1 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Julio Humberto 
Hernández Fonseca. Secretario: Luis Felipe Hernández Becerril. 
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UBICACIÓN Y OPERACIÓN DE LAS ESTACIONES DE SERVICIO PARA EL MUNICIPIO DE CIUDAD JUÁREZ. LOS 
ARTÍCULOS 38 Y 39 DEL REGLAMENTO RELATIVO, VIOLAN EL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL, 
CONTENIDO EN EL PRECEPTO 133 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Los artículos 38 y 39 del Reglamento para 
la Ubicación y Operación de las Estaciones de Servicio para el Municipio de Juárez, Estado de Chihuahua, 
regulan la materia de impacto ambiental vinculada con las actividades relativas a los hidrocarburos, al utilizar 
como elemento sustancial para la zonificación de los lugares donde podrá ubicarse una estación de servicio, 
los índices de contaminación y de riesgo que determinen los reglamentos municipales. Por tanto, dichos 
numerales violan el principio de supremacía constitucional contenido en el precepto 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que la facultad de emitir disposiciones en materia de 
hidrocarburos es exclusiva de la Federación, acorde con los diversos 25, 27 y 28 constitucionales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 37/2018. Almacenes Distribuidores de la Frontera, S.A. de C.V. 16 de mayo de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. Secretaria: Jacqueline Paniagua Uribe. 
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Tesis: 2a./J. 80/2018 (10a.)  
 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA O DE REVISIÓN DE GABINETE. LA DELIMITACIÓN DE SU OBJETO 
TRATÁNDOSE DE LA COMPROBACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES QUE DERIVAN DEL 
IMPUESTO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS NO RESPONDE A FÓRMULAS RÍGIDAS E INMUTABLES. La Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 26/2013 (10a.), concluyó que para delimitar 
el objeto en una orden de visita domiciliaria o revisión de gabinete para verificar el cumplimiento de 
obligaciones relativas a la venta final al público en general de gasolinas y diésel, resulta suficiente precisar la 
porción normativa correspondiente y su denominación bajo el concepto de "impuesto especial sobre 
producción y servicios". Sin embargo, esa apreciación no constituye una fórmula rígida e inmutable, sino que 
para salvaguardar la seguridad jurídica de los contribuyentes, basta con que se identifique de manera clara e 
indubitable, bajo cualquier redacción o forma posible, que se trata del impuesto establecido en la fracción II 
del artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 145/2018. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Séptima Región, 
con residencia en Acapulco, Guerrero. 20 de junio de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidentes: Alberto Pérez 
Dayán y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González 
Varas. 
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PRUEBAS EN EL AMPARO INDIRECTO. A LA SOLICITUD DE COPIAS O DOCUMENTOS PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 121 DE LA LEY DE AMPARO, LE SON APLICABLES LAS REGLAS DEL DIVERSO 119, TERCER Y CUARTO 
PÁRRAFOS, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, PARA SU OFRECIMIENTO. De la interpretación de los artículos 119 
y 121 de la Ley de Amparo, se advierten las reglas de los párrafos tercero y cuarto del numeral citado en 
primer término, que indican que las pruebas que ameritan un desahogo posterior, deberán ofrecerse a más 
tardar 5 días hábiles antes de la audiencia constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la 
propia audiencia, y que este plazo no podrá ampliarse con motivo de su diferimiento, salvo que se trate de 
probar o desvirtuar hechos novedosos; de ahí que, son aplicables a la petición formulada a la autoridad 
jurisdiccional de requerir la expedición de copias o documentos que obren en poder de un servidor público al 
que se hubieren solicitado previamente, contenida en el numeral 121 aludido, pues en este caso, el desahogo 
de la prueba documental requiere preparación, ya que el juzgador deberá emplear los medios que tenga a su 
alcance para que se exhiban tales probanzas y se incorporen materialmente al juicio de amparo. Ello, porque 
considerar que cuando la audiencia no tiene lugar en la fecha inicialmente fijada, las partes cuentan con una 
nueva oportunidad para ofrecer documentales que no tienen a su disposición, contravendría los principios de 
economía procesal, concentración y expeditez del procedimiento, que delinean el carácter sumario del juicio 
de amparo indirecto. Por tanto, la solicitud de las partes al Juez de Distrito en términos del artículo 121 
mencionado, para que requiera a algún servidor público una prueba documental que, pese a haberla solicitado 
no han obtenido, debe realizarse a más tardar 5 días hábiles antes de la audiencia constitucional primigenia, 
sin contar el del ofrecimiento ni el señalado para la audiencia. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 219/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto y Séptimo, ambos 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia 
en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel León. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. SÓLO CUANDO LOS FIDEICOMISARIOS EJERCEN LA OPCIÓN PREVISTA EN 
EL ARTÍCULO 74 DEL REGLAMENTO DE LA LEY RELATIVA, LA INSTITUCIÓN FIDUCIARIA SERÁ LA ENCARGADA 
DE EXPEDIR LOS COMPROBANTES FISCALES Y TRASLADAR DICHA CONTRIBUCIÓN. De la interpretación del 
precepto citado, se colige que sólo cuando los fideicomisarios ejercen la opción que prevé, la encargada del 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de la Ley del Impuesto al Valor Agregado será la institución 
fiduciaria, porque establece una serie de requisitos que deben cumplirse para que sea ésta la que, a cuenta 
de los que realizan la actividad gravada, esto es, los fideicomitentes y/o los fideicomisarios, pueda expedir los 
comprobantes fiscales y trasladar el impuesto. De no colmarse esas exigencias, la institución fiduciaria no 
podrá llevar a cabo el traslado ni el acreditamiento del impuesto, sino que deberán hacerlo directamente 
aquéllos, porque si bien es cierto que la Ley del Impuesto al Valor Agregado ni su reglamento establecen 
expresamente a cargo de quién corren las obligaciones y derechos relativos a ese tributo tratándose de las 
actividades derivadas del objeto de un contrato de fideicomiso, también lo es que la opción a que se refiere 
el artículo 74 del reglamento constituye una excepción a la regla general, en la que los fideicomitentes y/o 
fideicomisarios trasladan y acreditan por cuenta propia el impuesto causado por las actividades gravadas que 
se llevan a cabo para la consecución de los fines del contrato. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 547/2017. Cibanco, S.A., Institución de Banca Múltiple, en su carácter de causahabiente de 
The Bank of New York Mellon, S.A., Institución de Banca Múltiple, y como fiduciario del Fideicomiso de 
Actividad Empresarial F/00230 The Bank of New York Mellon. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Liliana Delgado González. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL FIDEICOMITENTE Y EL FIDEICOMISARIO BENEFICIADO CON EL 
DESARROLLO DE LAS ACTIVIDADES DERIVADAS DEL OBJETO DE UN CONTRATO DE UN FIDEICOMISO, SON 
SUJETOS DE LA CONTRIBUCIÓN. Aun cuando no existe disposición expresa en la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado ni en su reglamento que defina a quién corresponde enterar, trasladar y acreditar el tributo causado 
por el desempeño de las actividades derivadas del objeto de un contrato de fideicomiso, conforme al artículo 
1o. de aquélla, están obligadas al pago de la contribución mencionada las personas físicas y morales que, en 
territorio nacional: a) enajenen bienes; b) presten servicios independientes; c) otorguen el uso o goce 
temporal de bienes; y, d) importen bienes o servicios. En consecuencia, las personas que realizan 
materialmente esas actividades son sujetos del impuesto, en el caso, el fideicomitente y el fideicomisario 
beneficiado con el desarrollo de la actividad gravada, porque si bien las operaciones se efectúan con cargo al 
patrimonio del fideicomiso, éste carece de personalidad jurídica, y la fiduciaria, a pesar de ser la titular de ese 
patrimonio, siempre actúa bajo la dirección del fideicomitente y en beneficio del fideicomisario. De ahí que, 
como el fideicomiso no es una entidad distinta de sus miembros, sino un contrato que constituye un vehículo 
transparente para efectos fiscales, las actividades gravadas que se llevan a cabo con cargo a su patrimonio 
son atribuibles directamente a aquéllos. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 547/2017. Cibanco, S.A., Institución de Banca Múltiple, en su carácter de causahabiente de 
The Bank of New York Mellon, S.A., Institución de Banca Múltiple, y como fiduciario del Fideicomiso de 
Actividad Empresarial F/00230 The Bank of New York Mellon. 7 de diciembre de 2017. Unanimidad de votos. 
Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretaria: Liliana Delgado González. 
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EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. AL ESTABLECER EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
ABROGADA QUE EL CONTRIBUYENTE PUEDE DECIDIR CUÁL DE LOS DOS SUPUESTOS DE DETERMINACIÓN 
PRESUNTIVA DE INGRESOS CONVIENE A SUS INTERESES PARA EL CÁLCULO DE DICHA CONTRIBUCIÓN, EL 
JUZGADOR NO PUEDE RESTRINGIR ESA POTESTAD. El artículo 19 de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única abrogada prevé que cuando se determinen en forma presuntiva los ingresos por los que deba pagarse 
dicha contribución, a éstos se les disminuirán las deducciones que, en su caso, se comprueben, y al resultado 
se le aplicará la tasa del 17.5% a que se refiere el artículo 1 del propio ordenamiento, pero también dispone 
que los contribuyentes podrán optar porque las autoridades fiscales apliquen el coeficiente de 54% a los 
ingresos determinados presuntivamente, y al resultado se le aplique la tasa a que se refiere el precepto 1 
citado. Por su parte, el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que 
la interpretación de la ley debe ser la más favorable a la persona y procurar la protección más amplia. En 
consecuencia, al establecer el artículo 19 mencionado que el contribuyente sea quien decida cuál de los dos 
supuestos previstos en la norma le sea aplicado, en conveniencia a sus intereses, el juzgador no puede 
restringir esa potestad, ni le está permitido hacer diferencia alguna, en atención al principio general de 
derecho que señala: "donde la ley no distingue, el juzgador tampoco puede distinguir". 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 368/2017. Irene Garibay García. 12 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime 
Uriel Torres Hernández. Secretaria: Sonia Suárez Ríos. 
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CADUCIDAD EN MATERIA FISCAL. SI LOS SUPUESTOS DE LA NORMA QUE PREVÉ SU ACTUALIZACIÓN EN EL 
PLAZO DE CINCO AÑOS SE VERIFICAN DURANTE SU VIGENCIA, UNA DISPOSICIÓN POSTERIOR NO PODRÁ 
MODIFICARLOS SIN VIOLAR EL DERECHO FUNDAMENTAL DE IRRETROACTIVIDAD DE LA LEY, AL TRATARSE 
DE UN DERECHO ADQUIRIDO (LEGISLACIÓN DE LA CIUDAD DE MÉXICO). El artículo 121, fracción II, del Código 
Financiero del Distrito Federal, vigente hasta el 31 de diciembre de 2009 y su correlativo 99, fracción II, del 
Código Fiscal de la misma entidad federativa –actualmente Ciudad de México–, en vigor del 1 de enero de 
2010 al 31 de diciembre de 2013, establecían que si se cumplían cinco años a partir del día siguiente al en que 
el contribuyente presentó o debió haber presentado la declaración de contribuciones que no se calculan por 
ejercicios, o a partir de que se causaron las contribuciones que no deben pagarse mediante declaración, se 
extinguían las facultades de la autoridad fiscal para determinar créditos fiscales. Posteriormente, el 1 de enero 
de 2014, entró en vigor la reforma al artículo 99 citado, que adicionó el plazo de diez años para que se actualice 
esa institución jurídica, cuando el contribuyente omita presentar las declaraciones a que se encuentre 
obligado. En estas condiciones, si previo a la adición mencionada se colman los dos supuestos a que se refería 
el precepto de vigencia anterior, a saber: 1) la presentación u omisión de presentar la declaración de 
contribuciones; y, 2) el transcurso de cinco años sin que se ejercieran facultades de comprobación, el 
contribuyente adquiere el derecho a ser liberado de la obligación de pago de aquéllas y, en consecuencia, una 
norma posterior no podrá modificar esas hipótesis sin violar el derecho fundamental de irretroactividad de la 
ley; sin embargo, en caso de que el segundo componente del supuesto jurídico, esto es, el transcurso del plazo 
de cinco años, no se realice durante la vigencia de la norma que lo establece, una posterior sí puede, 
válidamente, modificarlo sin que se considere retroactiva, en tanto que los supuestos habrán de generarse 
bajo el imperio de la nueva disposición y, consecuentemente, es ésta la que debe regir la caducidad de las 
facultades de la autoridad, ya que al no haberse verificado todos los componentes de la norma, sólo se estaría 
ante una expectativa de derecho y, por ende, de ampliarse el plazo mediante una reforma, será ésta la que 
resulte aplicable para determinar la caducidad de facultades de la autoridad. 
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 361/2017. Rialva, S.A. de C.V. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. 
Gabriela Rolón Montaño. Secretaria: Gabriela Nathalie Medina Ruvalcaba. 
Amparo directo 309/2017. Isaac Laniado Husny. 7 de noviembre de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. 
Gabriela Rolón Montaño. Secretaria: Gabriela Nathalie Medina Ruvalcaba. 
Amparo directo 308/2017. Isaac Laniado Husny. 11 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Martha 
Llamile Ortiz Brena. Secretaria: Ingrid Nelly Terán Olguín. 
Nota: El criterio contenido en esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 5/2018, 
resuelta por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito el 19 de junio de 2018. 
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA APLICACIÓN DE UNA LEY PUEDE ANALIZARSE EN ESE RECURSO CUANDO 
EXISTAN ELEMENTOS PARA CONSIDERAR QUE LA INTERPRETACIÓN QUE LLEVÓ A AQUÉLLA ES 
INCONSTITUCIONAL. Si bien la aplicación de la ley a un caso concreto constituye un aspecto de legalidad, lo 
cierto es que cuando se alega que una norma no se apega al marco de regularidad constitucional, y ante la 
sospecha sobre su inaplicabilidad al caso específico, el tribunal de control constitucional puede, en primer 
orden, verificar que sea correcta la interpretación que dio lugar a su aplicación al caso concreto, pues de ello 
depende que realice o no el examen sobre su inconstitucionalidad. Considerar lo contrario, es decir, entender 
que el tribunal de control constitucional no debe cuestionar lo que llevó a aplicar la norma al caso específico, 
limitaría sus atribuciones obstaculizando su labor de control constitucional so pretexto de no estar facultado 
para resolver cuestiones de legalidad, cuando éstas son condición para el ejercicio de protección de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo directo en revisión 7012/2016. Patricia Chilpa Colín. 24 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana 
Cristina Rangel León. 
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VISITA DOMICILIARIA EN MATERIA FISCAL FEDERAL. LA IDENTIFICACIÓN DE QUIENES LA REALIZAN, 
DESPUÉS DE ENTREGAR LA ORDEN RELATIVA Y SUS ANEXOS AL CONTRIBUYENTE O A QUIEN LO 
REPRESENTE, TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. El artículo 16 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece reglas para la protección del domicilio de 
las personas, conforme a las cuales, en armonía con la fracción III del artículo 44 del Código Fiscal de la 
Federación, quienes acuden a realizar una visita domiciliaria están obligados, una vez ubicada la persona con 
la que entenderán la diligencia, a identificarse, lo cual deberá acontecer previo a efectuar el acto de molestia, 
esto es, antes de solicitar que el contribuyente o quien lo represente se acredite y se le entreguen la orden 
relativa y sus anexos; de lo contrario, se estará en presencia de una actuación viciada que transgrede el 
derecho humano a la inviolabilidad del domicilio. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO 
 
Amparo directo 1019/2016. Técnicas Operacionales Cabcorp, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2018. Unanimidad 
de votos. Ponente: Manuel Cano Maynez. Secretaria: María de San Juan Villalobos de Alba. 
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Tesis: I.1o.A.207 A (10a.)  
 
REVISIÓN FISCAL. SI EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOCE DE ESE RECURSO RESOLVIÓ 
ÍNTEGRAMENTE LA LITIS Y RECONOCIÓ LA VALIDEZ DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, EL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA NO DEBE EMITIR UNA NUEVA SENTENCIA EN UN 
PRETENDIDO CUMPLIMIENTO. En el recurso de revisión fiscal, previsto en el artículo 104, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito 
contra las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Administrativa que las autoridades demandadas en los 
juicios de nulidad tienen como medio de defensa, se ejerce una jurisdicción de legalidad en última instancia, 
cuya decisión, una vez agotados en definitiva todos los puntos de la litis, y al existir un reconocimiento de 
validez del acto impugnado, es inatacable, en tanto que este tipo de decisiones adquieren la calidad de cosa 
juzgada, que no pueden ser controvertidas ni sujetas a un nuevo examen por algún órgano jurisdiccional. En 
consecuencia, ante el dictado de una sentencia con las indicadas características, no se requiere de la emisión 
de un fallo por el tribunal administrativo mencionado, en un pretendido cumplimiento, que reproduzca las 
consideraciones y puntos resolutivos con que culminó el recurso de revisión, en virtud de que, primero, no 
existe la obligación ni el sustento legal que así lo ordene y, segundo, carece de sentido pronunciar un nuevo 
fallo cuando se agotó el examen de los puntos materia del litigio. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 21/2018. Cargill de México, S.A. de C.V. 1 de marzo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Juan Velarde Bernal. 
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PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL. NO PROCEDE SU ESTUDIO OFICIOSO POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA. Del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
se advierte que, por regla general, el tribunal mencionado debe resolver los juicios de nulidad conforme a lo 
planteado por las partes en la demanda, en su contestación y, en su caso, en la ampliación de aquélla y su 
contestación, pero sin omitir ni añadir cuestiones que no se hicieron valer. No obstante, esa regla general 
admite excepciones, derivadas del propio precepto y del numeral 51 de la misma legislación, así como de las 
jurisprudencias 2a./J. 132/2012 (10a.) y 2a./J. 218/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubros: "CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LAS SALAS FISCALES PUEDEN ANALIZAR 
OFICIOSAMENTE LA PRESCRIPCIÓN DEL DERECHO DEL CONTRIBUYENTE PARA OBTENER LA DEVOLUCIÓN DE 
CANTIDADES INDEBIDAMENTE COBRADAS (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2008)." y "COMPETENCIA. SU ESTUDIO 
OFICIOSO RESPECTO DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DEBE 
SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", de donde 
deriva que procede el estudio oficioso de los aspectos siguientes: a) del derecho subjetivo violado, en caso de 
que se condene a la autoridad a restituirlo o a devolver una cantidad, lo cual comprende el análisis de la 
prescripción del derecho del contribuyente para obtener la devolución de las cantidades indebidamente 
cobradas; b) la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada o para ordenar o tramitar 
el procedimiento del que derive; c) la ausencia, indebida o insuficiente fundamentación de la competencia de 
la autoridad; y, d) la ausencia total de fundamentación o motivación de la resolución impugnada en el juicio. 
De lo anterior se advierte que la prescripción del crédito fiscal no constituye uno de los supuestos en los que 
el tribunal administrativo pueda pronunciarse oficiosamente; de ahí que dicho órgano jurisdiccional 
solamente puede abordar ese tema, en la medida en que tenga relación con la litis, mediante los argumentos 
hechos valer oportunamente por las partes, en términos del artículo 50 señalado. No obsta a lo anterior que 
el artículo 146 del Código Fiscal de la Federación señale que la prescripción del crédito fiscal puede hacerse 
valer en el juicio contencioso administrativo, pues no por ello establece la oficiosidad de su análisis por el 
órgano jurisdiccional, al ser claro en señalar que esa facultad corresponde a la autoridad recaudadora en el 
procedimiento administrativo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO CIRCUITO. 
 
Revisión administrativa (Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo) 67/2017. Secretario de 
Hacienda y Crédito Público, Jefe del Servicio de Administración Tributaria y Administrador Desconcentrado de 
Auditoría Fiscal de Sonora "2". 26 de febrero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Óscar Javier Sánchez 
Martínez. Secretario: Iván Güereña González. 
 
 
 

 
 
 

Derecho Privado de Empresa 
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Materia(s): (Constitucional, Civil)  
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USURA. LA CLÁUSULA SOBRE CAPITALIZACIÓN DE INTERESES, EN SÍ MISMA ES USURARIA [APLICACIÓN 
ANALÓGICA DE LA TESIS DE JURISPRUDENCIA 1a./J. 46/2014 (10a.)]. El pacto de capitalización de intereses 
soslayado por un Juez, pugna con lo establecido por la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
su artículo 21, numeral 3; ello es así, porque si la usura está prohibida, esto es, cuando el pacto entre los 
firmantes respecto de la tasa de intereses que deba aplicarse sea desproporcionada y abusiva, con mayor 
razón lo está la cláusula que permite la capitalización de intereses, pues lejos de que el deudor pueda pagar, 
la deuda se incrementaría si sobreviene algún incumplimiento en las amortizaciones y, el pago a capital que 
hasta ese momento se haya hecho, de nada sirve porque vuelve a renovarse con la capitalización de intereses 
generados y ello es una forma de explotación del hombre por el hombre; por ende, la cláusula sobre 
capitalización de intereses es en sí misma usuraria, lo cual se inhibe con la aplicación analógica de la 
jurisprudencia 1a./J. 46/2014 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
de título y subtítulo: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y 
OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE 
DE QUE LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA la./J. 132/2012 (10a.) Y DE LA TESIS AISLADA la. CCLXIV/2012 (10a.)]." 
 
DÉCIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 111/2018. Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 26 de abril de 2018. 
Unanimidad de votos. Ponente: Adalberto Eduardo Herrera González. Secretario: César Escamilla Vásquez. 
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TÍTULO DE CRÉDITO. SI EN ÉSTE APARECE LA DENOMINACIÓN DE LA MORAL BENEFICIARIA, SEGUIDA DE LAS 
SIGLAS O LEYENDA RESPECTO AL RÉGIMEN LEGAL DE LA SOCIEDAD Y EN EL ENDOSO EN PROPIEDAD DE 
AQUÉL SE EMPLEAN EN SU DENOMINACIÓN SIGLAS, DENOTA QUE SE TRATA DE UNA SOCIEDAD MERCANTIL 
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DIFERENTE A LA QUE CONFIRIÓ EL ENDOSO EN PROPIEDAD, ATENTO AL PRINCIPIO DE LITERALIDAD 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 5o. DE LA LEY GENERAL RELATIVA. De los artículos l, 87, 88 y 215 de la Ley General 
de Sociedades Mercantiles, se obtiene que la identificación de la sociedad anónima como un tipo de sociedad 
mercantil, va primero precedida por la denominación, la cual al emplearse irá seguida de la leyenda "Sociedad 
Anónima", o bien, de las siglas "S.A. de C.V.", lo cual se traduce en que las siglas o leyendas a que se hace 
referencia establecen el régimen legal de la sociedad. Lo anterior resulta trascendente, si se toma en cuenta 
que en los actos llevados por las sociedades anónimas debe quedar perfectamente precisada su 
denominación, ello para que no exista duda de que una sociedad mercantil sea diferente a todas las demás. 
Lo expuesto, traducido a los títulos de crédito, cobra importancia, si se parte del hecho de que el contenido y 
los alcances obligacionales derivan del texto del documento como elemento objetivo, de tal forma que la 
denominación de las personas morales debe estar escrupulosamente apegada a la ley para que surta efectos 
plenos y eficaces tratándose de títulos de crédito. Además, una de las peculiaridades de éstos es la literalidad, 
prevista en el artículo 5o. de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito. Bajo esta premisa, si el texto 
del documento marca los alcances y el contenido obligacional en los pagarés como una especie de títulos de 
crédito, es que debe analizarse si la parte actora en el juicio natural cuenta con legitimación activa, lo cual 
debe relacionarse con el marco legal de las sociedades mercantiles, en los términos citados, pero siempre bajo 
el principio de que el texto del documento o título de crédito es el principal elemento objetivo para determinar 
la legitimación de las partes en el juicio. En este sentido, si en un título de crédito aparece la denominación 
de la moral beneficiaria, seguida de las siglas o leyendas respecto al régimen legal de la sociedad y, por su 
parte, en el endoso en propiedad de éste en su denominación se emplean siglas, denota que se trata de una 
sociedad mercantil diferente a la que confirió el endoso en propiedad, atento al principio de literalidad que 
debe imperar en esa clase de documentos. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 

Amparo directo 9/2018. 16 de mayo de 2018. Mayoría de votos. Disidente: José Octavio Rodarte Ibarra. 
Ponente: Rogelio Alberto Montoya Rodríguez. Secretario: Humberto Salcedo Salcedo. 
 
Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 190/2018, 
pendiente de resolverse por la Primera Sala. 
 
 
 
 
 
 
 

Seguridad Social 
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SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABORAL. ES INAPLICABLE EN FAVOR DEL INSTITUTO DEL 
FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES (INFONAVIT), AUN CUANDO ACTÚE COMO 
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ÓRGANO ASEGURADOR. Cuando el Infonavit acude al amparo como organismo administrador de los recursos 
de vivienda del trabajador, los conceptos de violación o agravios que plantee, deben ser analizados bajo el 
principio de estricto derecho, porque de la interpretación literal y funcional del artículo 79, fracción V, de la 
Ley de Amparo, se concluye que en materia laboral no procede suplir la deficiencia de la queja en favor de 
parte distinta del trabajador o persona análoga a ésta, como son sus beneficiarios o aspirantes a serlo; de 
manera que en los asuntos en los que aquél sea parte como órgano asegurador, es improcedente aplicar en 
su beneficio esa figura, pues únicamente se justifica en tanto que su finalidad es solventar la desigualdad 
procesal de las partes y la necesidad de proteger la subsistencia del trabajador o asegurado y de su familia, lo 
que en el caso no sucede, sobre todo si se tiene en cuenta que el funcionamiento de dicho instituto, como 
órgano estatal, está dedicado al manejo habitual y profesional de la subcuenta de vivienda del trabajador, por 
lo que la norma aplicable le exige un conocimiento previo, cierto, relevante y eficaz, razón por la cual, no se 
encuentra bajo la hipótesis de la suplencia de la queja deficiente, salvo que el acto reclamado o su 
procedimiento esté fundado en alguna disposición general declarada inconstitucional por la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación o por el correspondiente Pleno de Circuito; o bien, que dicha entidad pública, por 
alguna circunstancia, llegue a ubicarse en condiciones de pobreza o marginación; porque en tales eventos sí 
sería beneficiaria de la suplencia de la queja deficiente de conformidad con lo dispuesto en las fracciones I y 
VII del preinvocado artículo 79 de la ley de la materia. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 838/2017. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 15 de marzo de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna. 
 
Amparo directo 587/2017. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 12 de abril de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Amparo directo 524/2017. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 12 de abril de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes 
Sánchez. 
 
Amparo directo 486/2017. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 19 de abril de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna. 
 
Amparo directo 661/2017. Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. 4 de mayo de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Lucía del Socorro Huerdo 
Alvarado. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS 
CONTRA LA ORDEN DE EMBARGO DE UNA PENSIÓN JUBILATORIA A UN ADULTO MAYOR EN CONDICIONES 
DE VULNERABILIDAD, CON BASE EN LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO Y EL PELIGRO EN LA DEMORA. 
Conforme a los artículos 107, fracción X, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 138 de 
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la Ley de Amparo, el juzgador, atento a la naturaleza del acto reclamado, tiene la obligación de ponderar la 
apariencia del buen derecho que con la concesión de la medida cautelar puede corresponder al quejoso y la 
afectación que dicha medida pueda ocasionar al interés social, para que derivado de ese análisis, determine 
si es o no factible conceder la suspensión, determinando hipotéticamente, con base en un conocimiento 
superficial del caso, la existencia del derecho cuestionado y las probabilidades de que la sentencia de amparo 
declare la inconstitucionalidad del acto. Ahora bien, debe tenerse en cuenta que, de conformidad con el 
artículo 10 de la Ley del Seguro Social, las prestaciones que corresponden a los asegurados y a sus beneficiarios 
son inembargables; que en los juicios de amparo deducidos de asuntos laborales o contencioso-
administrativos, en los que se controviertan el otorgamiento y los ajustes de pensiones, así como de 
cualquiera otra prestación derivada de éstas, ya sea por los interesados o por sus beneficiarios, el órgano de 
amparo queda obligado a suplir la deficiencia de la queja en favor de los demandantes de esas pretensiones 
y que, asimismo, si se trata de un adulto mayor que se encuentre en condiciones de vulnerabilidad, esto 
representa una desventaja frente al resto de la población, por lo cual, las autoridades judiciales deben 
procurar su mayor beneficio posible. En consecuencia, si quien promueve la demanda de amparo indirecto 
reúne todas estas características, es decir, se trata de un adulto mayor en condiciones de vulnerabilidad, que 
no cuenta con otro ingreso más que el de su pensión jubilatoria y reclama el embargo de la cuenta bancaria 
donde se realiza el depósito inherente a dicho concepto, supuestos frente a los cuales solicita la suspensión 
del acto reclamado, afirmando que requiere de la cantidad embargada para cubrir las necesidades básicas de 
su familia; entonces, el juzgador de amparo debe conceder la suspensión definitiva con efectos restitutorios 
contra la orden de embargo de la pensión jubilatoria del adulto mayor vulnerable, para que ésta se deje sin 
efectos con base en un análisis ponderado de la apariencia del buen derecho, haciendo un cálculo de 
posibilidades acerca de la existencia del derecho del quejoso que se encuentra en esa situación especial, de 
modo que, sin prejuzgar sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos reclamados, debe 
partir de la base de que existe peligro en la demora pues, de negarse la medida, resentiría un daño económico 
que afectaría su subsistencia y la de su núcleo familiar. En la inteligencia de que con esta postura no se 
contraviene el interés social sino, al contrario, de no concederse la medida, se infringiría la norma de la 
legislación de seguridad social que establece que son inembargables las pensiones de los trabajadores. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 267/2017. 31 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio 
Ceja Ochoa. Secretario: Israel Trinidad Muriel. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 268/2017. 31 de enero de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio 
Ceja Ochoa. Secretario: Israel Trinidad Muriel. 
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, VIOLA 
LOS PRINCIPIOS DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO. El precepto citado establece 
la existencia del derecho a la pensión de viudez para quien fue esposa o concubina del asegurado o 
pensionado, esto es, para la viuda; de igual forma prevé la pensión que le corresponderá al viudo, pero en 
este último caso agrega dos requisitos para hacerse acreedor al otorgamiento de la pensión: (1) la incapacidad 
total y (2) la dependencia económica con la trabajadora asegurada fallecida, lo que revela que el legislador 
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ordinario dio un trato distintivo en razón del género al que pertenezca el trabajador asegurado fallecido. Sin 
embargo, los hombres y las mujeres se encuentran en igualdad de circunstancias, no sólo porque se trata de 
personas humanas, sino también porque ambos se ubican en la misma situación, a saber, constituirse como 
cónyuge o concubina o concubinario supérstite de un(a) trabajador(a) asegurado(a) fallecido(a) que, durante 
su vida laboral activa, cotizó para tener acceso a los derechos otorgados por la Ley del Seguro Social, sin que 
se advierta algún aspecto que justifique el trato distinto. Por tanto, la norma indicada infringe los artículos 1o. 
y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que pugnan por la igualdad entre el hombre 
y la mujer y, en específico, por la eliminación de la discriminación por razón de género. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 371/2016. Carl Ernst Hugo de Vaal Hagenouw. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.  
 
Amparo en revisión 364/2018. Esteban Velázquez Moreno. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
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SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 152 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, VIOLA EL 
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL, EN ESPECÍFICO EN RELACIÓN CON EL RAMO DEL SEGURO DE VIDA. El 
precepto citado establece requisitos adicionales al viudo que se haya colocado en el supuesto del 
otorgamiento de la pensión de viudez, exigiéndole que acredite estar incapacitado totalmente y que en vida 
de su cónyuge hubiese dependido económicamente de ésta, lo que viola el derecho a la seguridad social 
reconocido por el artículo 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en específico en relación con el ramo del seguro de vida, porque desconoce que si durante su vida 
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laboral las extintas trabajadoras cotizaron para que quienes les sobrevivieren disfrutaren de los seguros 
previstos en la ley de la materia, entonces la pensión referida no es una concesión gratuita o generosa que 
pueda condicionarse a la satisfacción de exigencias injustificadas, sino un derecho generado durante su vida 
productiva con el objeto de garantizar, en alguna medida, la subsistencia de sus beneficiarios después de 
acaecida su muerte, entre los cuales se encuentra el cónyuge o concubinario que les sobreviva. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 371/2016. Carl Ernst Hugo de Vaal Hagenouw. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.  
 
Amparo en revisión 364/2018. Esteban Velázquez Moreno. 20 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
 


